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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 18 dieciocho de julio de 2025 dos 

mil veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual 

se propone reformar los artículos 13, 17, 23, 31 de la Ley Orgánica del 

Poder Ejecutivo para el Estado de Guanajuato; los artículos 8, 14, 46, 47, 

64, 66, 67, 69, 99, 109 y 204 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública 

del Estado de Guanajuato; los artículos 206, 207 y 391 de la Ley para el 

Gobierno y Administración de los Municipios del Estado de Guanajuato; 

EXPEDIR la Ley Orgánica de la Agencia de Investigación Criminal del 

Estado de Guanajuato; y abrogar la Ley Orgánica de la Fiscalía General 

del Estado de Guanajuato; en materia de investigación de delitos, se 

señala lo siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 
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En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 

ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 1 de julio 

de 2025, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio del 

presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 25, celebrada el 3 tres de julio del año 2025 dos mil 

veinticinco, se dio cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de 

la Iniciativa a los Magistrados que lo integran, para efecto de recabar 

sus consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano 

de Justicia, mediante Sesión Extraordinaria de Pleno número 33, 
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celebrada el 16 dieciséis de julio de 2025 dos mil veinticinco, se aprobó 

este documento en los términos que más adelante se detallan; en 

consecuencia se conformó la actual opinión jurídica. 

En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por el Grupo 

Parlamentario de Movimiento Ciudadano, a efecto de reformar los 

artículos 13, 17, 23, 31 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo para el 

Estado de Guanajuato; los artículos 8, 14, 46, 47, 64, 66, 67, 69, 99, 109 y 

204 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de 

Guanajuato; los artículos 206, 207 y 391 de la Ley para el Gobierno y 

Administración de los Municipios del Estado de Guanajuato; EXPEDIR la 

Ley Orgánica de la Agencia de Investigación Criminal del Estado de 

Guanajuato; y abrogar la Ley Orgánica de la Fiscalía General del 

Estado de Guanajuato; en materia de investigación de delitos 

 

VIABILIDAD DE LA INICIATIVA PROPUESTA: 

Sería conveniente ponderar la oportunidad de la iniciativa, 

exponiéndose las razones más adelante en los comentarios de la 

presente opinión. 

 

CONTENIDO DE LA INICIATIVA: 
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La iniciativa materia de análisis plantea la adición, reforma y 

derogación de diversos artículos en algunas leyes, para su mayor 

comprensión se procederá a dividir en bloques el planteamiento, 

quedando de la siguiente manera:  

 

I. Reformas a la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo  

para el Estado de Guanajuato. 

 

❖ Se propone reformar el artículo 13, en su fracción X, a la Ley 

Orgánica del Poder Ejecutivo para el Estado de Guanajuato para 

sustituir a la Secretaría de Seguridad y Paz por la Secretaría de 

Justicia, con el fin de crear una dependencia con las atribuciones 

necesarias para articular la política criminal en el Estado, darle los 

instrumentos a la persona titular del Poder Ejecutivo del Estado no 

solo para prevenir el delito, sino también para que tenga las 

herramientas necesarias para investigar los delitos [“Secretaría de 

Justicia”]. 

 

❖ Se propone reformar el artículo 23 para establecer la denominación 

de la Secretaría de Justicia sustituyendo a la de Seguridad y Paz 

para que las Fuerzas de Seguridad Pública del Estado apoyen en sus 

funciones a la Secretaría de Gobierno. 

 

❖ Reformar el artículo 31 estableciendo las atribuciones de la 

“Secretaría de Justicia”. 

 



 

5 

 

II. Reformas a la a Ley del Sistema de Seguridad Pública del 

Estado de Guanajuato. 

 

❖ Propone reformar el artículo 8, fracción III, para cambiar la 

denominación “policía ministerial” por la “Agencia de Investigación 

Criminal” y se deroga la fracción IV “La Policía Ministerial 

Especializada en materia de Adolescentes” que es parte de la 

propia Agencia de Investigación Criminal. 

 

❖ Propone reformar la fracción II del artículo 14 para establecer como 

funciones de la Secretaría de Seguridad Pública la de garantizar el 

acceso a la justicia para la población del Estado. 

 

❖ Propone derogar en el artículo 27 la fracción IV, que hace referencia 

al “Procurador General de Justicia”. 

 

❖ Proponer reformar la fracción VII del artículo 47, para establecer 

como atribución de las policías municipales la investigación de los 

delitos bajo la conducción y mando del Ministerio Público. 

 

❖ Propone reformar el artículo 64 para que las policías informen de 

inmediato al Ministerio Público en términos del artículo 132 y 77 del 

CNPP y de la LGSNSP. 

 

❖ Propone derogar el artículo 66 que hacía referencia a las policías 

ministeriales. 
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❖ Propone derogar el artículo 69 ya que las policías de la Agencia de 

Investigación Criminal y la especializada en Adolescentes 

dependerán de la Secretaría de Justicia. 

 

❖ Propone derogar el artículo 99. porque las policías estatales 

dependerán de la Secretaría de Justicia. 

 

❖ Propone reformar el artículo 108 para eliminar lo referente a policías 

y peritos y centrarlo exclusivamente en el personal ministerial en 

congruencia con la Ley Orgánica del Ministerio Público del Estado 

de Guanajuato y propone derogar el artículo 109. 

 

❖ Propone reformar el artículo 204 para hacer énfasis en las medidas 

disciplinarias que se puedan imponer al personal ministerial, 

eliminando la referencia a la policía ministerial y los peritos. 

 

III. Reformas a la Ley para el Gobierno y Administración de los 

Municipios del Estado de Guanajuato. 

 

❖ Se propone reformar el artículo 206 para establecer que todas las 

policías municipales deben contar con unidades de 

investigación de los delitos, las cuales actuarán bajo la 

conducción y mando del Ministerio Público en el ejercicio de esta 

función. 
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❖ Se propone reformar el artículo 207 para establecer que para la 

prestación del servicio de seguridad pública, los municipios 

atenderán lo dispuesto en la LGSNSP, el CNPP, la Ley del Sistema 

de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato y la Ley 

Orgánica del Ministerio Público del Estado de Guanajuato.  

 

❖ Se propone reformar el artículo 391 para establecer que si de los 

expedientes de las infracciones municipales se desprenden 

hechos constitutivos de delito se debe informar a la unidad de 

investigación de la policía municipal en lugar del Ministerio 

Público, para que esta haga las primeras indagatorias y 

posteriormente le informe al Ministerio Público. 

 

 

IV. Expedición de la Ley Orgánica del Ministerio Público del 

Estado de Guanajuato. 

Bajo esta nueva Ley Orgánica del Ministerio Público del Estado de 

Guanajuato, se crean Fiscalías de Partido que ejercerán acción 

penal en cada uno de los Partidos Judiciales en que está dividido el 

Estado. 

Se propone que en cada partido judicial haya una fiscalía 

autónoma con los fiscales adjuntos y el personal auxiliar necesario 

para dirigir las investigaciones policiales y representar los intereses de 

la sociedad en los juicios penales. 
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La autonomía de cada fiscal será plena para dirigir las 

investigaciones policiales y en su caso ejercer acción penal. Por ello 

se propone que se formen las Unidades Mixtas de Investigación que 

serán el punto de encuentro entre los investigadores y los fiscales 

para articular jurídicamente todos los elementos de prueba con el 

fin de obtener sentencias condenatorias. 

Para asegurar la autonomía de los fiscales se elimina la figura del 

Fiscal General que subordinaba a todos los agentes del Ministerio 

Público y se crea la figura de los Fiscales de Partido que serán las 

personas que encabezaran dichos órganos autónomos 

constitucionales. 

Los Fiscales de Partido serán propuestos por la sociedad a 

convocatoria del Congreso del Estado (como se estableció en la 

reforma constitucional que antecede esta iniciativa) y serán 

designados por dos terceras partes de éste órgano legislativo 

después de un proceso de selección. 

La presente iniciativa propone que las Fiscalías de Partido tengan el 

personal de Fiscales Adjuntos que serán los encargados cotidianos 

de la procuración de justicia, es decir de dirigir las investigaciones, 

participar en las unidades mixtas de investigación, solicitar actos de 

molestia, órdenes de aprehensión, formular imputación y litigar en 

los tribunales del Estado. 

V. Expedición de la Ley Orgánica de la Agencia de 

Investigación Criminal del Estado de Guanajuato. 
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❖ Se propone la creación de la Secretaría de Justicia y también, como 

organismo público descentralizado de la misma, la Agencia de 

Investigación Criminal con el fin de fortalecerla, darle mayor 

alcance y enfocarla a los delitos de alto impacto que sufren los 

guanajuatenses y que las policías municipales no pueden atender. 

 

❖ Se propone la creación de una Ley Orgánica de la Agencia de 

Investigación Criminal como un organismo público descentralizado 

encargada de la investigación de los delitos de alto impacto en el 

Estado. 

 

❖ La propuesta de constituir esta institución como un organismo 

público descentralizado (OPD) de la Secretaría de Justicia, tiene 

varios objetivos; en primer lugar, que tenga la necesaria autonomía, 

personalidad jurídica y patrimonio propio para ejercer sus facultades 

de investigación sin la influencia de intereses ajenos a la debida 

diligencia de la investigación, pero al mismo tiempo en la órbita de 

la política criminal y de la responsabilidad del Poder Ejecutivo del 

Estado. 

 

 

COMENTARIOS: 

Conforme a lo establecido en el artículo 80 párrafo primero de la 

Constitución Política Local, el Poder Ejecutivo ejerce la función 

administrativa, así, para el despacho de los asuntos a su cargo, la 

persona titular del Poder Ejecutivo contará con las dependencias 

señaladas en la Ley de la materia , la cual establecerá las atribuciones, 

forma de organización y facultades de quienes sean sus titulares; es así 

que esta actividad busca como fin primordial, la satisfacción del interés 

colectivo, el cual a la par es dinámico, por ello la Administración 
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Pública si bien es permanente en el ejercicio de su función, también es 

dinámica en su organización y estructura. 

El perfeccionamiento de la administración pública es un camino 

permanente, orientado por la experiencia cotidiana, por la 

experiencia en la atención ciudadana, por la dinámica realidad de 

nuestro estado y las necesidades en evolución que le corresde atender 

al Poder Ejecutivo. 

El crimen —en palabras de Antonio García-Pablos de Molina— es 

un doloroso problema humano y social, un problema cercano, muy 

próximo, cuya existencia inevitable debemos asumir con sensibilidad y 

solidaridad, en lugar de ignorarlo, de alejarlo de nuestra reflexión con 

solemnes declaraciones de guerra. El crimen no interesa sólo ni 

fundamentalmente a ciertos estamentos del sistema legal: nos afecta 

a todos, nos incumbe a todos, nos compromete a todos1.  

De acuerdo al Manual de Instrucciones para la Evaluación de la 

Justicia Penal, emitido por la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito2,  hay dos enfoques básicos de la gestión de la 

investigación de delitos: 

 

1 Artículo “el papel de la investigación criminalística en el moderno sistema procesal en 

México”, consultable en: https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/14/6577/21.pdf  

2 Consultable en: https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-

reform/crimeprevention/Crime_Investigation_Spanish.pdf  

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/14/6577/21.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/Crime_Investigation_Spanish.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/Crime_Investigation_Spanish.pdf
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a)  En algunos sistemas, caracterizados por jurisdicciones con tradición 

de derecho romano, el encargado de la investigación es un fiscal o 

un funcionario judicial, por ejemplo, un juez de instrucción. En estos 

casos, los investigadores trabajan bajo la dirección del fiscal o del 

juez de instrucción y, en realidad, puede incluso existir un organismo 

especial encargado del cumplimiento de la ley denominado 

“policía judicial”.  

 

b) En el segundo enfoque, que suele encontrarse en jurisdicciones de 

tradición de common law, las investigaciones las lleva a cabo la 

policía de manera más o menos independiente de los fiscales hasta 

que el caso, y el sospechoso acusado, pasan a manos de la fiscalía 

ante los tribunales. Sin embargo, dentro de estos dos sistemas 

básicos hay muchas variaciones.  

Por ejemplo, en muchas jurisdicciones de common law, los fiscales 

colaboran estrechamente con los investigadores policiales, por lo 

menos con respecto a ciertos tipos de delitos. Pero inde 

pendientemente del sistema, los principios fundamentales siguen 

siendo los mismos: establecer quién cometió el acto ilícito y reunir 

suficientes pruebas para asegurar su condena. 

 

En muchos modelos de derecho romano, suele haber dos fases en 

el proceso de investigación: la fase previa a la investigación o de 

reunión de inteligencia y la investigación propiamente dicha. Por lo 

común, la policía es enteramente responsable de la etapa previa a la 

investigación (en que se procura determinar si realmente se ha 
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cometido un delito y reunir la información básica) para después el caso 

pasa al conocimiento del fiscal.  

 

En otros países, incluidos los que siguen el modelo del common law, 

el proceso no se divide en etapas; el término “investigación” se aplica 

a todo el proceso a partir del momento en que se recibe la primera 

información sobre la comisión de un delito. 

 

La investigación de los delitos es tan antigua como las practicas 

judiciales, cuya evolución ha estado determinada en función del 

progreso del pensamiento humano, de los descubrimientos científicos, 

de los avances tecnológicos, etc. 

 

Todo lo anteriormente referido sirve de contexto para concluir que 

la investigación de los delitos es un acto de suma relevancia para la 

sociedad mexicana y en especifico a la guanajuatense; ya que la 

iniciativa de análisis busca ampliar la capacidad de investigación de 

las policías. 

 

En cuanto a la reforma de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del 

Estado de Guanajuato, en su artículo 13 en su fracción X para sustituir 

a la Secretaría de Seguridad y Paz por la creación de la “Secretaría de 

Justicia”, no se considera viable, no por la denominación propuesta en 

sí misma, sino por el diseño institucional y funcional previsto para dicha 

dependencia. De conformidad con el análisis del contenido de la 

iniciativa, la Secretaría de Justicia podría asumir atribuciones 
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sustantivas en materia de investigación del delito y política criminal que 

constitucionalmente corresponden a órganos autónomos de 

procuración de justicia, como lo es la Fiscalía General del Estado. 

 

El modelo constitucional vigente —tanto en el artículo 21 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como en el 95 de 

la Constitución local— establece un diseño institucional que atribuye la 

investigación y persecución de los delitos al Ministerio Público, como 

órgano autónomo, el cual conduce a las policías en estas labores. La 

iniciativa, al transferir facultades operativas de investigación del delito 

a una Secretaría dependiente del Poder Ejecutivo —aunque bajo la 

conducción del Ministerio Público—, diluye las fronteras funcionales 

que la Constitución ha diseñado expresamente para garantizar la 

autonomía e imparcialidad en el ejercicio de la acción penal. La 

Secretaría de Justicia asumiría competencias directas en la ejecución 

material de actos de investigación y control operativo de las policías, 

lo cual implicaría posibles problemas en la distribución constitucional 

de funciones entre el Poder Ejecutivo y los órganos autónomos. 

 

En consecuencia, más allá de la viabilidad nominal, el 

cuestionamiento de fondo radica en el alcance de las atribuciones 

conferidas a la Secretaría propuesta, las cuales podrían vulnerar el 

modelo constitucional al interpretarse que se puedan invadir funciones 

esenciales del órgano autónomo encargado de la procuración de 

justicia, contraviniendo los principios de autonomía, imparcialidad y 
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separación funcional que rigen en el diseño actual del sistema penal 

acusatorio mexicano. 

 

En relación a las reformas a la Ley de del Sistema de Seguridad 

Pública del Estado, el iniciante propone reformar el artículo 8, fracción 

III, para cambiar la denominación “policía ministerial” por la Agencia 

de Investigación Criminal y se deroga la fracción IV “La Policía 

Ministerial Especializada en materia de Adolescentes” que es parte de 

la propia Agencia de Investigación Criminal. 

 

En cuanto a la derogación de la policía ministerial en materia de 

adolescentes, la presente iniciativa no contempla que dicha institución 

existe derivado del cumplimiento de una ley nacional, la Ley Nacional 

del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes, la cual obliga 

a todos los intervinientes dentro de proceso penal, a contar con una 

especialización, por tanto dicha reforma no seria viable que se 

estableciera en una norma de carácter local.  
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El sistema de justicia penal para adolescentes si esta basado en el 

procedimiento penal acusatorio con sus reglas y principios pero debe 

de contar con adecuaciones y excepciones al ser un sistema 

especializado y dicha obligación atañe también a los cuerpos 

policiacos. 

 

También se propone la reforma al artículo 46 de la Ley de del 

Sistema de Seguridad Pública del Estado, cuyo epígrafe reza “para 

añadir la investigación de los delitos, como una función primordial de 

las instituciones policiales de los municipios, en términos del artículo 21 

constitucional: 
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Texto Vigente Texto Propuesto 

Organización y funcionamiento de las 

Instituciones Policiales de los municipios 

Artículo 46. Las Instituciones Policiales de los 

municipios adoptarán, en su ámbito 

territorial, un esquema de organización y 

funcionamiento para la consecución del 

orden, la paz y tranquilidad pública, 

previniendo los delitos y las infracciones 

administrativas de acuerdo a la 

normatividad aplicable. Para ello, 

desplegarán acciones de proximidad, 

comunicación y participación directa con 

los ciudadanos. 

Organización y funcionamiento de las 

Instituciones Policiales de los municipios 

Artículo 46. Las Instituciones Policiales de los 

municipios adoptarán, en su ámbito 

territorial, un esquema de organización y 

funcionamiento para la consecución del 

orden, la paz y tranquilidad pública, 

previniendo e investigando los delitos en 

términos del artículo 21 constitucional, así 

como sancionando las infracciones 

administrativas de acuerdo a la 

normatividad aplicable. Para ello, 

desplegarán acciones de proximidad, 

comunicación y participación directa con 

los ciudadanos. 

 

 Dicha adecuación normativa podría considerarse una sobre 

regulación legislativa, porque la Ley General del Sistema de Seguridad 

Pública, en su artículo 75 refiere que las instituciones policiales 

desarrollaran cuando menos alguna de las funciones enlistadas, siendo 

la primera la función de investigación. 
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También en esa línea, se debe de respetar lo establecido en el 

artículo 115 constitucional, respecto de la competencia y atribuciones 

del municipio, por lo cual son ellos los competentes para expedir sus 

bandos de policía y buen gobierno, así como tienen a su cargo la 

seguridad pública en términos de artículo 21 constitucional. 

Así mismo, la iniciativa propone la reforma a la fracción VII del 

artículo 47 de la Ley de del Sistema de Seguridad Pública del Estado de 

Guanajuato, con el objetivo de establecer como atribución de las 

policías municipales la investigación de los delitos bajo la conducción 

y mando del Ministerio Público, como se ejemplifica a continuación: 

Texto Vigente Propuesta de Reforma 

Artículo 47. Las Instituciones Policiales de los 

municipios tendrán las atribuciones 

siguientes:  

I. a VI. (…)  

VII. Auxiliar al Ministerio Público en sus tareas 

de conformidad con la legislación 

aplicable; 

Artículo 47. Las Instituciones Policiales de los 

municipios tendrán las atribuciones 

siguientes:  

II. a VI. (…)  

VII. Investigar los delitos de los que tenga 

conocimiento bajo la conducción y mando 

del Ministerio Público para ello deberá:  

a. Recibir denuncias de hechos 

posiblemente constitutivos de delito e 

informar al Ministerio Público para llevar a 

cabo la investigación en los términos del 

artículo 64 de esta ley;  

b. Llevar a cabo las diligencias de primer 

respondiente de acuerdo con la legislación 

aplicable;  
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c. Procesar la escena del crimen en términos 

del artículo 63 de esta ley;  

d. Desarrollar la investigación de los delitos 

en los términos establecidos por la ley. 

 

 Dicha propuesta de reforma se considera redundante, ya que la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Código 

Nacional de Procedimientos Penales y la Ley Nacional del Sistema 

Integral de Justicia Penal para Adolescentes, establecen de manera 

literal que la investigación de los delitos corresponde a las instituciones 

de policía siempre bajo el mando del Ministerio Público, ello como un 

eje regulatorio del debido proceso.  

 Así mismo, se propone la reforma al artículo 64 de la Ley de del 

Sistema de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato para que las 

policías informen de inmediato al Ministerio Público en términos del 

artículo 132 y 77 del Código Nacional de Procedimientos Penales y de 

la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 

respectivamente y para evitar que el hecho tenga consecuencias 

ulteriores, como se ejemplifica a continuación:  

Texto Vigente Propuesta de Reforma 

Obligación de comunicar al superior 

jerárquico  

Obligación de informar al Ministerio Público 

Artículo 64. Las unidades operativas de 

investigación de las instituciones policiales al 
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Artículo 64. Las unidades operativas de 

investigación de las instituciones policiales al 

recibir una denuncia u orden de autoridad 

competente, lo comunicarán de inmediato 

a su superior jerárquico y al Ministerio 

Público, así mismo procederán a impedir 

que los hechos produzcan efectos ulteriores. 

recibir una denuncia sobre hechos que 

puedan ser constitutivos de delito deberán 

informar al Ministerio Público por cualquier 

medio y de forma inmediata de las 

diligencias practicadas; e impedir que se 

consumen los delitos o que los hechos 

produzcan consecuencias ulteriores. 

Especialmente estará obligada a realizar 

todos los actos necesarios para evitar una 

agresión real, actual o inminente y sin 

derecho en protección de bienes jurídicos 

de los gobernados a quienes tiene la 

obligación de proteger.  

 De igual manera se considera de manera respetuosa que dicha 

propuesta normativa constituye una sobre regulación normativa, 

primeramente, se debe de partir de la premisa que todas las 

instituciones policiales tienen la obligación de brindar cursos de 

formación y capacitación a sus integrantes y por consecuencia ahí se 

les informa de su obligación de dar vista al Ministerio Público de manera 

inmediata de la constitución de un posible delito y en su momento de 

las diligencias practicadas.  

 Por tanto, para ser elemento de una institución policial y en 

acatamiento a la legislación correspondiente, se presume que los 

integrantes de los cuerpos de seguridad saben sus obligaciones en su 

actuar diario. 

 Ahora bien, respecto a la expedición de la Ley del Ministerio 

Público del Estado de Guanajuato, propone la liberación del ministerio 

público de las tareas operativas de la investigación de los delitos y se 
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propone la creación de fiscalías de partido para que realicen el 

ejercicio de la acción penal.  

 También propone que los fiscales judiciales de partido sean 

propuestos por la sociedad mediante una convocatoria.  

 Al respecto, es necesario considerar que debe ponderarse el 

contenido de artículo 102 de la Constitución política de los Estados 

Unidos Mexicanos, ya que es este ordenamiento legal el que mandata 

que el Ministerio Público Federal se organice en una Fiscalía General 

de la República como un órgano autónomo. 

 

De igual manera, dicha disposición encuentra su correlativo en el 

artículo 95 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Guanajuato, señalando:  

 

En virtud de los preceptos legales antes referidos, la propuesta de dividir 

la función del ministerio público, sería contraria a la constitución.  

CONCLUSIONES: 

Se considera que la presente iniciativa de ley es un esfuerzo por la 

mejora de la procuración de justicia en el Estado de Guanajuato, sin 
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embargo, de los comentarios realizados anteriormente se sugiere 

revisar las posibles contradicciones con la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.  

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.  

 

 


